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La ministra de Inclusión y Desarrollo 
Social, Carolina Trivelli, anunció du-
rante su presentación en el Congreso 
que se destinarán más recursos para 
la lucha contra la desnutrición infan-

til. Entre otras medidas, el Gobierno se propon-
dría ampliar el programa Qali Warma, proyec-
tando llegar a atender a siete millones de niños y 
convertirlo en programa universal al 2016.

Es, por supuesto, una gran noticia que aumen-
ten los esfuerzos por resolver este enorme pro-
blema. No obstante, debemos reflexionar sobre 
cuál es el mejor mecanismo para enfrentarlo. 
Y es que, en lo que refiere al combate contra la 
pobreza (que es el origen de la desnutrición) 
hay, como dice la conocida frase, dos estrategias 
posibles: regalar pescado o enseñar a pescar.

El problema de la falta de ingresos de las 
familias campesinas –en las que se concentran 
principalmente la pobreza y la desnutrición– 
podría solucionarse en buena parte si se las 
ayuda a aumentar su baja productividad. Una 
posible manera de lograr esto es facilitarles 
la construcción de minirreservorios familia-

res que, a su vez, permitan introducir en sus 
esquemas de cultivo el riego por aspersión o por 
goteo. Cuando se implementa esta infraestruc-
tura básica, las familias pasan de tener agua de 
lluvia solo tres meses al año a tener agua todo 
el año. Así, pueden multiplicar su producción 
agrícola y tener un abastecimiento seguro de 
hortalizas. Además, este sistema les permite 
tener más pastos disponibles para 
el ganado, lo que se traduce en un 
incremento de la producción de 
leche y de carne.

El cambio que la introducción 
de estas tecnologías produce en 
los ingresos de las familias es 
dramático. Según Carlos Paredes, de Sierra 
Productiva, gracias a ellas en un par de años 
los beneficiados pueden salir de la pobreza 
(resolviéndose en el camino los problemas de 
desnutrición infantil).

Introducir la tecnología para contar con riego 
por aspersión, huertos de hortalizas y pastos 
cultivados, según Paredes, cuesta S/.1.000 por 
familia. Si, de acuerdo con el último censo, en 

la sierra hay alrededor de un millón y medio de 
unidades agropecuarias, instalar dicha tecno-
logía para todas las familias rurales andinas 
costaría aproximadamente S/.1.500 millones. 
Dicho monto es inferior a los S/.1.873 millones 
que costará este año la suma de los programas 
Juntos y Qali Warma. Con la diferencia, por 
supuesto, de que estos últimos básicamente 

transfieren recursos a las familias 
pobres pero no les brindan me-
canismos para que ellas mismas 
generen riqueza. Y este es el prin-
cipal problema de los programas 
sociales del gobierno.

Repartir alimentos o dinero no 
ayuda a la larga si las familias no incrementan 
paralelamente los ingresos que obtienen por sus 
propios medios. Mecanismos exclusivamente 
asistencialistas suponen seguir dando, año tras 
año, más presupuesto a los programas sin resol-
ver el problema de fondo. Juntos, por ejemplo, 
tiene para el 2013 un presupuesto de S/.1.040 
millones. El próximo año será mayor porque 
incorporará más familias, y esta situación se 

seguirá repitiendo indefinidamente, pues los 
beneficiarios se quedan por mucho tiempo en el 
programa. En efecto, en sus inicios, las familias 
podían permanecer solo cuatro años en él. Pero 
cuando los primeros beneficiarios se acercaron 
a ese límite, el mismo fue extendido a seis. Lue-
go, al estar a punto de cumplirse el nuevo plazo, 
se permitió que las familias permanecieran en 
el programa hasta que sus hijos cumplieran 14 
años. Y ahora, con el nuevo gobierno, podrán 
seguir recibiendo los S/.100 mensuales hasta 
que sus hijos cumplan 19 años. 

El asistencialismo indefinido genera depen-
dencia, perpetúa el problema de la pobreza y 
crea espacios para el populismo estatal. Por 
eso, es importante cambiar el chip de quienes 
diseñan los programas sociales para que estos 
sean progresivamente reenfocados hacia es-
quemas que permitan a los pobres generar, por 
sí mismos, mecanismos autosostenibles para 
mejorar su calidad de vida. No solo porque esta 
es una forma más efectiva de ayudar a los más 
necesitados, sino porque, además, es una vía de 
hacerlo enalteciendo la dignidad de la gente.
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“[…] Cuando se logran las condiciones para que los ciudadanos produzcan su propia riqueza se les permite ser independientes de gobiernos populistas que usan el asistencialismo para ganar favores y 
permanecer en el poder”. Editorial de El Comercio Más pescadores en Latinoamérica / 15 de noviembre del 2012

EL TÁBANO

- DAMITA DE HIERRO -- MARIO MOLINA -

M aduro ha tenido semanas difí-
ciles. Muchos dudan de él. Oba-
ma, por ejemplo, sostuvo que 
hay informes que prueban que 
no observa principios básicos de 

“derechos humanos y democracia”. Roncaglio-
lo, por citar otro caso, promovió una declaración 
de Unasur solicitándole “tolerancia y diálogo”.

El presidente chavista ha sabido contestar a 
los ataques, que ha considerado una terrible inje-
rencia a su gobierno. A veces lo ha hecho con cor-
tesía (le solicitó a Roncagliolo que “por favor” no 
se meta “con los asuntos de Venezuela”). Otras 
con un poco más de prepotencia (le dijo, tam-
bién a Roncagliolo: “Usted ha cometido el error 
de su vida”). Y no han faltado momentos en los 
que ha cruzado, ligeramente, la raya del insulto 
(llamó a Obama “gran jefe de los diablos”).

Algunos han creído encontrar en sus quejas un 
doble discurso. Después de todo, el chavismo se 
ha caracterizado por opinar sobre casi todo. Un 

Lecciones democráticas
ejemplo que nos es cercano es el de la campaña 
peruana del 2006, cuando Chávez llamó a García 
un “sinvergüenza, ladrón de siete suelas”. Otro 
ejemplo más reciente de injerencia lo ha dado Ma-
duro esta semana, cuando ha dicho que Venezue-
la rechaza “el ataque” de “Israel contra Damasco” 
y ha llamado a Israel “un Estado represivo”.

Bien vistas las cosas, sin embargo, no hay tal 
cosa como un doble discurso. La razón por la que 
los venezolanos, a diferencia del resto de meros 
mortales, sí pueden hablar sobre la política 
internacional de otros países la ha dado estos 
días uno de los integrantes del partido chavista: 
“Nosotros tenemos autoridad moral para hablar 
de democracia al mundo, el presidente más de-
mócrata en el mundo fue Hugo Chávez”.

Cambiando el chip
Los programas sociales deberían enfocarse en lograr que los beneficiarios generen su propia riqueza.

ASISTENCIALISMO SIN FIN
Genera dependencia, 
perpetúa el problema 
de la pobreza y crea 

espacios para el 
populismo estatal.

E stoy absolutamente conven-
cido de que quien adquiere 
una deuda debe pagarla. No 
creo en la política del “perro 
muerto”. Sin embargo, es ne-

cesario garantizarles a los consumidores 
no solo información clara y oportuna, 
sino también la posibilidad de superar una crisis 
financiera inesperada y temporal producto de 
circunstancias muy acotadas y ajenas a su volun-
tad. Por eso, muchos países cuentan con legisla-
ción referida a la insolvencia de los hogares, cosa 
que también han hecho importantes organiza-
ciones como la Consumers International, que a 
fines del 2011 presentó una propuesta denomi-
nada Ley Modelo de Insolvencia Familiar para 
América Latina.

Basados en este documento, decidimos pro-
poner un proyecto de ley con el fin de proteger 
a los consumidores frente a eventuales situa-
ciones que escapan a la voluntad del deudor, y 
que colocan a las familias en una situación tal de 
indefensión que hasta puede convertirse en una 
verdadera tragedia.

Esta no es una ley para favorecer o incentivar 
a los morosos; es todo lo contrario. Tampoco 
protege a cualquier deudor que, por su conduc-
ta irresponsable o un consumo desmedido, 
termina endeudándose con todo el mundo sin 
tener capacidad de pago. Esta ley es para brindar 
una oportunidad a los hogares que atraviesan 
alguna situación de crisis económica originada 
por la muerte del cabeza de familia, la pérdida 
de empleo por despido o un accidente grave que 
lo inhabilite para el trabajo y que, indefectible-
mente y de manera abrupta, interrumpa el flujo 
de dinero que servía para cumplir con las obliga-
ciones contraídas.

Cuando los empresarios atraviesan 
por una situación similar de insolvencia 
tienen derecho a acudir al Indecopi para 
que se convoque a los acreedores bus-
cando mecanismos de reestructuración 
o un plan que les permita salir de aquella 
situación de crisis. Esto sucede todos los 

días, desde hace muchísimos años.
Lamentablemente, cuando a una persona 

natural le sucede un hecho inesperado que le im-
pide momentáneamente afrontar sus obligacio-
nes en los mismos términos que se pactaron, esta 
no tiene las mismas oportunidades ni los meca-
nismos con los que cuentan los empresarios. 

De este modo, si una persona –sin haberlo 
previsto– cayera en desgracia y tuviera varios 
créditos pendientes por pagar, con la ley tendría 
la posibilidad de reunirse con los acreedores y 
renegociar las condiciones de pago, evitando 
así la afectación de su economía familiar y el 
cumplimiento de sus obligaciones más elemen-
tales como son la alimentación, vivienda, salud 
y educación. Con eso se evitaría que los cuatro o 
cinco acreedores le cobren al mismo tiempo, le 
embarguen y rematen sus bienes muebles e in-
muebles, sin darle la más mínima oportunidad 
de reorganizar su situación financiera y afrontar 
de manera civilizada esta crisis.

¿Y qué pasará con aquel que accede a este 
beneficio y no cumple con los compromisos 
de pago acordados? Pues automáticamente 
generará el vencimiento anticipado de todas las 
deudas contempladas en el acuerdo firmado con 
sus acreedores.

Si las empresas tienen este mecanismo legal pa-
ra reestructurar sus deudas en consenso con los 
acreedores, ¿por qué las familias que atraviesan 
por una crisis momentánea no lo pueden hacer?

H ace un par de semanas, el 
presidente Ollanta Humala 
comentó que alguna vez el 
Perú se encontraba en un 
extremo en el cual el Estado 

se metía en todo. Y sugirió que nos había-
mos ido al otro extremo y que debíamos 
aspirar a un punto medio. Y, si bien con ese men-
saje calmó a muchos que temían un retorno a un 
Estado proteccionista e intervencionista, cabe 
preguntarse si efectivamente nos encontramos 
en el otro extremo, ese en el que todo se decide 
en el mercado y el Estado no nos quita el derecho 
a elegir por nuestra cuenta.

Basta ver, por ejemplo, que el Estado mantie-
ne aún más de treinta empresas públicas que 
participan directamente de distintos mercados, 
muchas de las cuales ya no tienen justificación 
económica. Peores aún son algunas normas 
recientes que han sido propuestas por nuestro 
impredecible Congreso y que luego son aproba-
das por el Ejecutivo sin mayor preocupación por 
la pérdida de eficiencia social que traen.

Por ejemplo, hace poco se decidió que los 
colegios no podrían tomar evaluaciones para el 
ingreso, con lo cual se interfería en la mane-
ra en que una oferta limitada se adapta a una 
demanda creciente, y se le priva al padre de 
familia de la decisión de si quiere que su hijo 
pase o no por esa experiencia supuestamente 
traumática. Otras joyitas incluirían la subasta 
de las AFP que obligan a las nuevas generacio-
nes a ingresar a una AFP que ha sido elegida 
por ellos o la recientemente aprobada ley que 
pretende decidir por nosotros lo que nuestros 
hijos pueden comer o no.

En este proceso de limitación de los derechos 
de los ciudadanos, uno de los campeones es, sin 

duda, el congresista Jaime Delgado: or-
gulloso promotor de la ley de AFP que no 
gusta ni a afiliados ni a las AFP mismas 
(¿para quién fue hecha esa ley, enton-
ces?) y de la ley de comida chatarra que 
ha generado una ola de incertidumbre 
entre los publicistas, ninguno de los cua-

les entiende ahora qué se puede mostrar y qué no 
en las propagandas.

Su nueva travesura es una ley que pretende 
intervenir en la manera como las entidades 
financieras renegocian las deudas con sus deu-
dores ante casos extraordinarios de insolvencia. 
Esto, que ya se encuentra regulado por la SBS 
(institución con muchísima más credibilidad 
que el Congreso) y que ya funciona sin mayores 
quejas o escándalos recogidos (aunque no niego 
que puede haber casos que llamen la atención), 
sería ahora redefinido. Una persona natural 
podría declararse insolvente ante una serie 
de imprevistos clásicamente tipificados por el 
congresista Delgado, lo que llevaría a un proceso 
de cinco años durante los cuales no se le podría 
embargar.

Como de costumbre ante estos proyectos 
trasnochados, el perjudicado será el cliente de 
menor ingreso. Esta iniciativa haría que el costo 
de adquirir un préstamo sea mayor, porque las 
condiciones bajo las cuales se solucionaría una 
indeseable insolvencia serían impuestas con 
criterios arbitrariamente redactados y plazos 
inexplicables. Como es lógico, esto se corrige en 
la tasa de interés. Es decir, los créditos ahora se-
rán más caros para todos –no solamente para los 
que luego terminen siendo insolventes–, porque 
el banco debe cubrirse para no perder dinero. 
Después de todo, está prestando dinero de los 
ahorristas.

Todos nos perjudicamos
- JAIME DELGADO -

Congresista de la República por la bancada de Gana Perú
- HANS ROTHGIESSER -

Economista

Deudas y crisis
¿TIENE SENTIDO UNA LEY DE INSOLVENCIA FAMILIAR COMO LA PLANTEADA POR EL CONGRESISTA JAIME DELGADO?


